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de la Ley de Canarias 11/1997, de 2 de diciembre,
de Regulación del Sector Eléctrico. Y se hace saber que
por el Presidente del Gobierno se ha invocado el artícu-
lo 161.2 de la Constitución, lo que produce la suspensión
de la vigencia y aplicación de los preceptos impugnados,
desde la fecha de interposición del recurso —7 de marzo
de 1998— para las partes y desde el día en que aparezca
publicada dicha suspensión en el «Boletín Oficial del Esta-
do» para los terceros.

Madrid, 17 de marzo de 1998.—El Presidente del Tri-
bunal Constitucional,

RODRÍGUEZ BEREIJO

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

7075 ACUERDO entre el Reino de España y la Repú-
blica de Venezuela sobre cooperación en
materia de prevención del consumo y repre-
sión del tráfico ilícito de estupefacientes y sus-
tancias psicotrópicas, hecho «ad referendum»
en Madrid el 24 de septiembre de 1996.

ACUERDO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚ-
BLICA DE VENEZUELA SOBRE COOPERACIÓN EN
MATERIA DE PREVENCIÓN DEL CONSUMO Y REPRE-
SIÓN DEL TRÁFICO ILÍCITO DE ESTUPEFACIENTES Y

SUSTANCIAS PSICOTRÓPICAS

El Reino de España y la República de Venezuela en
adelante denominados Partes Contratantes.

Conscientes de que la cooperación bilateral resulta
fundamental para hacer frente a los problemas derivados
del uso indebido y el tráfico ilícito de drogas.

Teniendo en cuenta las recomendaciones contenidas
en la Convención de las Naciones Unidas contra el Trá-
fico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas,
hecha en Viena el 20 de diciembre de 1998.

Resueltos a brindarse mutuamente la cooperación
necesaria para la prevención, control y eliminación del
uso indebido y el tráfico ilícito de sustancias estupe-
facientes y psicotrópicas,

ACUERDAN LO SIGUIENTE

Artículo 1.

La cooperación en materia de prevención del con-
sumo y represión del tráfico ilícito de estupefacientes
y sustancias psicotrópicas se llevará a cabo: a) Mediante
el establecimiento de un intercambio permanente de
información y documentación. b) Mediante la elabora-
ción de proyectos y programas. c) Mediante el apoyo
técnico y financiero para la realización de todos los pro-
yectos y programas.

A) En materia de prevención:

a) El intercambio de propuestas para el desarrollo
de programas experimentales.

b) Selección de programas prioritarios en el campo
de la prevención.

c) Elaboración de programas generales de promo-
ción de la salud y educación para el bienestar de los
ciudadanos y especialmente de la juventud.

B) En materia socio-sanitaria:

a) Diseño del papel de los distintos servicios tera-
péuticos en la oferta asistencial y necesidades que deri-
van de los mismos (servicio de desintoxicación, centros
ambulatorios, centros de día, comunidades terapéuticas,
etcétera).

b) Tipología de centros y servicios asistenciales.
c) Estudio y evaluación de programas experimen-

tales para un enfoque integral de la atención a toxicó-
manos.

d) Elaboración de programas experimentales de
deshabituación.

C) En materia de reinserción social.
D) En materia legislativa.
E) En materia de lucha contra el tráfico ilícito de

drogas.

La cooperación en la lucha contra el tráfico ilícito
de estupefacientes y de sustancias psicotrópicas se efec-
tuará, en el marco de la seguridad y en el ámbito adua-
nero, dentro de las competencias de las respectivas
Administraciones de acuerdo con su legislación interna
mediante:

a) El intercambio de información, publicaciones y
datos estadísticos respecto al tráfico ilícito de drogas
y sustancias psicotrópicas, así como la lucha contra éste.

b) El intercambio periódico de información operativa
de interés mutuo, respecto a hechos concretos, acon-
tecimientos y personas, presuntamente involucradas en
el tráfico ilícito de drogas y sustancias psicotrópicas, así
como el blanqueo de capitales procedentes de dicho
tráfico.

c) El intercambio de información sobre los medios
de transporte, cargas, envío por correo y otros medios,
y sobre las rutas y técnicas utilizadas para el tráfico ilícito
de drogas en tránsito a través del territorio de una de
las Partes, con destino final a cualquiera de ellas.

d) Apoyo técnico mediante el intercambio de pro-
fesionales para mejorar su formación.

e) Facilitación de medios materiales y de todo tipo
para mejorar la operatividad y la eficacia de los pro-
fesionales y técnicos.

Artículo 2.

Los intercambios de información y demás aspectos
antes señalados entre las Partes, se harán a través de
los órganos administrativos responsables en materia de
drogas de ambos países, bajo las directrices de la Comi-
sión a que se refiere el artículo 4.

Artículo 3.

Las autoridades competentes de las dos Partes
contratantes podrán negociar y concluir los acuerdos
administrativos y normas de desarrollo necesarias para
la aplicación del presente Acuerdo.

Artículo 4.

Para la aplicación del presente Acuerdo se crea una
Comisión Mixta integrada por representantes de los orga-
nismos competentes de ambos Gobiernos. La Comisión
será coordinada por los Ministerios de Relaciones Exte-
riores de ambos Estados y se reunirá en las oportuni-
dades previamente acordadas.

Formarán parte de dicha Comisión, por parte vene-
zolana, representantes del Ministerio de Relaciones Exte-
riores y de la Comisión Nacional contra el Uso Ilícito
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de las Drogas (CONACUID), y por parte española, repre-
sentantes del Ministerio de Asuntos Exteriores de España
y de la Delegación del Gobierno para el Plan Nacional
sobre Drogas.

Artículo 5.

La Comisión tendrá, además, de las que le concedan
las autoridades competentes, las siguientes funciones:

a) Servir de comunicación entre las autoridades
competentes de ambos países en el ámbito de aplicación
del presente Acuerdo.

b) Proponer a las autoridades competentes de
ambos países las condiciones de cooperación en la mate-
ria a que se refiere el artículo 2 del presente Acuerdo.

c) Proponer a las autoridades competentes los
acuerdos administrativos y normas a que serefiere el
artículo 3 de este Acuerdo.

d) Realizar el seguimiento en la aplicación de los
programas e intercambios previstos en el presente
Acuerdo.

Artículo 6.

1. La Comisión podrá constituir en su seno grupo
de trabajo y podrá recabar la colaboración de cualquier
otro departamento ministerial susceptible de ayudarle
en su labor, y ello a propuesta de una de las dos Partes
contratantes.

2. Independientemente de las reuniones de los gru-
pos de trabajo, la Comisión se reunirá cuando lo solicite
una de las Partes con un mes de antelación a la fecha
prevista para la reunión, salvo en casos extraordinarios
que aconsejen su inmediata convocatoria para el análisis
de los trabajos en curso, definición de orientaciones y
evaluación de los resultados obtenidos en los diversos
campos de actuación.

Artículo 7.

El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha de
la última notificación que se hagan las Partes, de haber
cumplido con sus respectivos requisitos legales internos.

Artículo 8.

Cualquiera de las Partes contratantes podrá dar por
términado el presente Acuerdo, en cualquier momento,
y siempre y cuando medie previa notificación por escrito
y por la vía diplomática. En dicho caso, el Acuerdo ter-
minará a los seis meses después de la fecha de entrega
de dicha notificación.

Hecho en Madrid a 24 de septiembre de 1996, en
dos ejemplares originales en idioma español, siendo
ambos textos igualmente idénticos.

Por el Reino de España

El Secretario de Estado para
la Cooperación Internacional

y para Iberoamérica,

Fernando María Villalonga Campos

Por la República de Venezuela

El Ministro de Relaciones
Exteriores,

Miguel Ángel Burelli Rivas

El presente Acuerdo entró en vigor el 5 de marzo
de 1998, fecha de la última notificación cruzada entre
las Partes comunicando el cumplimiento de los respec-
tivos requisitos legales internos, según se establece en
su artículo 7.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 13 de marzo de 1998.—El Secretario general

técnico, Julio Núñez Montesinos.

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

7076 RESOLUCIÓN de 6 de marzo de 1998, de
la Intervención General del Estado, por la que
se modifica la adaptación del Plan General
de Contabilidad Pública a la Administración
General del Estado aprobada por Resolución
de 17 de febrero de 1995.

La Resolución de 17 de febrero de 1995, de la Inter-
vención General de la Administración del Estado, por
la que se aprueba la adaptación transitoria del Plan Gene-
ral de Contabilidad Pública a la Administración General
del Estado y se regula la operatoria a seguir para la
apertura de la contabilidad a 1 de enero de 1995, no
incluye ninguna cuenta específica para recoger las apor-
taciones patrimoniales que efectúe la Administración
General del Estado a los Organismos públicos de ella
dependientes. Estas aportaciones tendrán la considera-
ción de gasto cuando se efectúen a Organismos públicos
con actividades administrativas, debiendo considerarse
como activos financieros cuando se realicen a Organis-
mos públicos cuya actividad consiste en la producción
de bienes y servicios destinados a la venta y por tanto,
susceptibles de contraprestación económica.

Trasladando este criterio de imputación como gasto
o inversión de las citadas aportaciones patrimoniales a
la actual clasificación de la Administración Institucional
del Estado, establecida en la Ley 6/1997, de 14 de
abril, de Organización y Funcionamiento de la Adminis-
tración General del Estado (LOFAGE), resulta la siguiente
distinción:

1. Tendrán la consideración de gasto del ejercicio
aquellas aportaciones patrimoniales que realice la Admi-
nistración General del Estado a los Organismos públicos
que realicen actividades fundamentalmente administra-
tivas, esto es, a aquellas entidades que la LOFAGE deno-
minada «Organismos autónomos».

2. Sin embargo, las aportaciones que realice la
Administración General del Estado para dotar de recur-
sos propios a los Organismos públicos que realicen acti-
vidades de prestación de servicios o de producción de
bienes susceptibles de contraprestación económica, es
decir, a los Organismos públicos que la propia LOFAGE
denominada «Entidades públicas empresariales», debe-
rán tener la consideración de inversiones financieras
permanentes.

Por tanto, las aportaciones que realice la Adminis-
tración General del Estado a las entidades públicas
empresariales deberán recogerse en el subgrupo 25 de
«Inversiones Financieras Permanentes» de la citada
adaptación.

Por este motivo, se hace preciso cambiar la deno-
minación de la cuenta 250 «Inversiones financieras per-
manentes en capital», así como su definición, de modo
que se incluya en la misma las inversiones a largo plazo
tanto en derechos sobre capital de empresas, como en
el patrimonio de las entidades públicas empresariales
y del resto de entidades públicas con legislación espe-
cífica que realicen actividades de prestación de servicios
o de producción de bienes susceptibles de contrapres-
tación económica.

Asimismo, también se hace preciso modificar la deno-
minación de las cuentas 297 «Provisión por depreciación
de valores negociables a largo plazo», 696 «Dotación
a la provisión para valores negociables a largo plazo»


